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Resumen: Este artículo científico da a conocer los criterios jurídicos establecidos por la Corte 
Constitucional, Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado para garantizar a los usuarios 
una eficiente prestación de los servicios públicos esenciales en el marco del Estado social de 
derecho en Colombia. Metodológicamente parte de un diseño metodológico de corte 
Fenomenológico Hermenéutico con Enfoque Cualitativo y Paradigma Interpretativo cuya 
finalidad es describir, comprender e interpretar el fenómeno y la naturaleza profunda las 
circunstancias y la realidad de una eficiente prestación de los servicios publicos esenciales, 
mediante la recolección y análisis de textos jurídicos. Los tipos de investigación documentales-
explicativos (articulos científicos, monografías, tesis) y jurídicos (normatividad y jurisprudencia) 
permitieron explicar la eficiencia en la prestación de los servicios publicos esenciales y hacer un 
estudio reflexivo, sistemático, controlado y crítico del Derecho respecto de los mecanismos de 
protección de derechos fundamentales de los usuarios. Para ello, se utilizaron los métodos de 
investigación hermenéutica jurídica y exegética para interpretar y comprender las posturas 
normativas y jurisprudenciales en materia de prevención y protección de los derechos 
fundamentales de los usuarios y la voluntad o intención del legislador ante la falta de acceso a 
los servicios publicos esenciales.  
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Como conclusión tenemos que el Estado, las comunidades organizadas o los particulares 
del territorio nacional, deben procurar por brindar un servicio eficiente, de amplia cobertura y de 
buena calidad que permita un mejoramiento del nivel de vida y satisfaccion de las necesidades 
básicas de las personas conforme a los fines o postulados del Estado Social de Derecho.  
 
Palabras claves: Estado Social de Derecho; Prestación eficiente; Servicios Publicos; Servicios 
publicos esenciales 
 
Abstract: This scientific article reveals the legal criteria established by the Constitutional Court, 
Supreme Court of Justice and the Council of State to guarantee users an efficient provision of 
essential public services within the framework of the social rule of law in Colombia.  
Methodologically part of a methodological design of a Phenomenological Hermeneutic cut with 
a Qualitative Approach and Interpretive Paradigm whose purpose is to describe, understand and 
interpret the phenomenon and the deep nature, the circumstances and the reality of an efficient 
provision of essential public services, through the collection and analysis  of legal texts.  The 
types of documentary-explanatory research (scientific articles, monographs, theses) and legal 
(regulations and jurisprudence) allowed to explain the efficiency in the provision of essential 
public services and to make a reflective, systematic, controlled and critical study of the Law 
regarding the  mechanisms for the protection of fundamental rights of users.  For this, legal and 
exegetical hermeneutical research methods were used to interpret and understand the normative 
and jurisprudential positions in the prevention and protection of the fundamental rights of users 
and the will or intention of the legislator in the absence of access to services.  essential publics.  
As a conclusion, we have that the State, organized communities or individuals in the national 
territory, must strive to provide an efficient service, wide coverage and of good quality that 
allows an improvement in the standard of living and satisfaction of the basic needs of the people 
according to  for the purposes or postulates of the Social State of Law 






SUMARIO: Introducción. Metodología. Resultados y Discusión. 1. Los servicios públicos en 
Colombia. 2. Marco normativo y Jurisprudencial. 3. Servicios públicos esenciales. 3.1. 
Mecanismos jurídicos para la protección eficiente de los servicios públicos esenciales en 




Colombia se encuentra estructurada en forma de un Estado Social de Derecho, en donde 
sus fines esenciales son los de servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución 
(Constitución Política de Colombia, 1991). Es asi como el Estado social de derecho cuenta con 
una dimensión objetiva, esto es, su trascendencia del ámbito propio de los derechos individuales 
hacia todo el aparato organizativo del Estado. Más aún, el aparato no tiene sentido si no se 
entiende como mecanismo encaminado a la realización de los derechos (Sentencias T-406/92, C-
566/95). 
De esta manera, el ordenamiento jurídico acepta e incorpora en la propia Constitución, 
los derechos sociales fundamentales junto a los clásicos derechos políticos y civiles. Se habla de 
derechos de segunda generación y más adelante se vendrán a complementar aún con los de 
tercera generación (Villar Borda, 2007). El Estado Social de Derecho promulgado redefine las 
relaciones entre el poder central y las regiones, y se convierte en un Estado participativo donde 
prevalece lo regional sobre lo nacional, se reconoce la diversidad étnica y cultural de la nación, y 
hay un presupuesto de inversión social (Cabrera-Suárez, 2018). 
La Constitución Política en sus articulos. 1, 2, 334 y 365 plasman que los servicios 
publicos procuran el mejoramiento del nivel de vida de las personas en el marco del contexto de 








En este sentido, su prestación se puede llevar a cabo por personas jurídicas tanto de 
derecho público como de derecho privado, quedando en cabeza del Estado ejercer su vigilancia y 
control. Es asi, como su intervención en los servicios públicos busca garantizar su calidad y 
asegurar el mejoramiento de la calidad de vida de los usuarios, mediante la ampliación 
permanente de la cobertura, atención prioritaria de las necesidades básicas insatisfechas y 
establecer un régimen tarifario proporcional para los sectores de bajos ingresos de acuerdo con 
los preceptos de equidad y solidaridad. 
La Corte Constitucional ha amparado este derecho en diferentes casos como fundamental 
en la constitución, para que el Estado se vea obligado a implementar mecanismos que aseguren 
su efectivo goce. 
Por ello, la presente investigación mostrara el desarrollo de los criterios jurídicos 
establecidos por la Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado para 
garantizar a los usuarios una eficiente prestación de los servicios publicos esenciales en el marco 
del estado social de derecho en Colombia. 
 
Metodología 
La investigación parte de un Diseño metodológico de corte Fenomenológico 
Hermenéutico, Enfoque Cualitativo y Paradigma Interpretativo cuya finalidad es la de describir, 
comprender, identificar e interpretar la naturaleza profunda del fenómeno de los servicios 
publicos en el marco del Estado social de derecho en Colombia, mediante la recolección y 
análisis de los datos a través de textos jurídicos (doctrina, normatividad, jurisprudencia y 
teorías). Asimismo, brindar las herramientas jurídicas necesarias para la defensa y protección de 
los derechos de los usuarios (Niño Ochoa, 2012); (Clavijo Cáceres, 2013); (Hernández, 









Para ello se realizó una investigación de tipo documental-explicativo, cuya finalidad es 
explicar las causas que generan una violación de los derechos fundamentales de los usuarios por 
una prestación deficiente de los servicios publicos esenciales apoyándose en fuentes de carácter 
documental (articulos científicos, tesis, monografías) y de tipo jurídica cuya finalidad es la 
realización de un estudio reflexivo, sistemático, controlado y crítico del Derecho para encontrar 
soluciones a una problemática de la sociedad (Clavijo Cáceres, 2013); (Clavijo Cáceres, D., 
Guerra Moreno, D., & Yáñez Meza, D. A., 2014); (Vanegas Torres et. al, 2010). 
Como método de investigación se utilizaron el hermenéutico jurídico y exegético, 
logrando mayor comprensión e interpretación de la postura de la normatividad y jurisprudencia 
nacional respecto de la garantia eficiente de los servicios publicos esenciales ante un 
comportamiento imprudente, negligente y temerario de la empresa prestadora del servicio y la 
voluntad o intención del legislador frente a la los ideales o principios del estado social de 
derecho en Colombia (Sentencia C-820, 2006); (Clavijo Cáceres, D., Guerra Moreno, D., & 
Yáñez Meza, D. A., 2014); (Pérez Escobar, 2015). 
 
Resultados y Discusión 
1. Los servicios públicos en Colombia 
La prestación de los servicios públicos puede ser brindada por el Estado, las comunidades 
organizadas o los particulares del territorio nacional, de la mano con fines esenciales del Estado 
Social de Derecho y la preservación de la dignidad y los derechos de la persona humana, es 
decir, encaminados al bienestar general y al mejoramiento de la calidad de vida. Los usuarios 
beneficiarios deben colaborar responsablemente en el uso y acatar las normas de seguridad, las 
conductas serias y responsables, que permitan la continuidad eficiente de los servicios a cargo 
del sector público o privado.  Por ello, el bien jurídico colectivo por proteger refiere a los 
derechos propios de los consumidores y usuarios particularmente en lo relativo a la calidad del 
servicio y a su precio. La deficiente prestación de un servicio público puede poner en peligro la 






Los doctrinantes Colmenares, Posada y Duque (1991), Eduardo García de Enterría 
(1994), Dromi (1997), Ariño (1999),  Palacios Mejía (1999), Long (2002), Gaspar Ariño Ortiz 
(2003), Carlos Atehortúa (2005), Duguit (2006) Amar y Echeverría (2008), Suárez Tamayo 
(2009), Marín (2010), Marín Cortes (2010), Matías (2013) y Parejo (2014), los servicios públicos 
(artículo 365 de la Constitución Política de Colombia de 1991) son todas aquellas actividades 
indispensables para generar el mayor grado de bienestar a toda la sociedad en condiciones de 
igualdad, y en razón del cumplimiento de los fines sociales del Estado (artículo 365 de la 
Constitución Política de Colombia de 1991). Es decir, el constituyente reconoce el derecho de los 
usuarios a un nivel de prestación adecuado y al mejoramiento de las condiciones de vida. 
Según los investigadores Vélez Álvarez (2006), Hernández Prieto (2014) y Monsalve 
Pinto (2014), sostienen que en su mayoría, los demás países avanzados optaron por la 
estatización de los servicios públicos, especialmente después de la segunda guerra mundial.  
Es asi como los servicios públicos comprenden un entramado de actividades técnicas, 
materiales e industriales que requieren de la colaboración de los particulares, para lograr su 
consecución. El difícil acceso a estos servicios trae como consecuencia la vulneración de los 
derechos fundamentales de la población en condición de vulnerabilidad, tales como llevar una 
vida en condiciones dignas.  
 
2. Marco normativo y Jurisprudencial 
Los servicios públicos se establecen como inherentes al Estado social de derecho, en 
donde es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio 
nacional. Dicha prestación podrá ser parte del Estado, directa o indirectamente, por comunidades 
organizadas, o por particulares, cuya finalidad es la solución de las necesidades insatisfechas de 
salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua potable (Constitución Política de 
Colombia, 1991). 
Dichos servicios están compuestos por los de acueducto, alcantarillado, energía eléctrica, 
telefonía local y telefonía de larga distancia nacional e internacional, recolección, transporte y 
disposición final de desechos sólidos y gas natural domiciliario (Decreto Ley 1842, 1991); 




Para su obtención las personas deberán aportar la prueba de la habitación para ser titular 
del derecho y aquellas que sean provenientes de viviendas de interés social tendrán prioridad. El 
pago de la prestación de los servicios quedara condicionado a las tarifas de conexión a que 
hubiere lugar.  El incumplimiento por parte del usuario dará pie a la suspensión del servicio y 
solo se restablecerá cuando se elimine la causa que originó la suspensión, se cancelen las tarifas 
de reconexión y reinstalación, así como los demás pagos a que hubiere lugar (Decreto Ley 1842, 
1991); (Decreto ley 0019 de 2012). 
La participación comunitaria en la vigilancia de la gestión y en la fiscalización de las 
entidades de carácter privado, oficial o mixto de servicios públicos de acueducto, alcantarillado, 
aseo, energía eléctrica, distribución de gas combustible por red, telefonía fija pública básica 
conmutada y telefonía local móvil en el sector rural se da conforme a una iniciativa de los 
Comités de Desarrollo y Control Social de los Servicios Públicos en todos los municipios 
(Decreto 1429, 1925); (Decreto 421, 2000). 
De esta manera, los servicios públicos están destinados a satisfacer necesidades colectivas 
de las personas en forma general, permanente y continua, bajo la dirección, regulación y control 
del Estado. El incumplimiento por parte de los operadores prestadores del servicio dará pie a 
constituirse la falla en la prestación del servicio, dando derecho al suscriptor o usuario a la 
resolución del contrato, o a su cumplimiento. Para su se deberá eliminar la causa que originó la 
suspensión, pagar todos los gastos de reinstalación o reconexión en los que la empresa incurra, y 
satisfacer las demás sanciones previstas, todo de acuerdo a las condiciones uniformes del 
contrato (Ley 142, 1994); (Ley 80, 1993); (Ley 632, 2000); (Ley 689, 2001); (Ley 1506, 2012). 
 
3. Servicios públicos esenciales 
Los servicios publicos esenciales son el conjunto de prestaciones reservadas en cada 
Estado a la órbita de las administraciones públicas y que tienen como finalidad la cobertura de 
determinadas prestaciones a los ciudadanos. Estos pueden cumplir una función económica o 
social, o ambas), y pueden ser prestados de forma directa por las administraciones públicas o 





Asi, para que los servicios públicos esenciales (agua potable, y el saneamiento básico, la 
energía eléctrica, y el gas combustible, las telecomunicaciones, la educación y la salud) sean 
tratados realmente como derechos fundamentales, deben ser reconocidos, declarados y 
garantizados formal y materialmente en lo políticojurídico y en lo económico-social (Matias 
Camargo, 2014). 
Al respecto, la Corte Constitucional ha manifestado que los servicios públicos esenciales 
son aquellas actividades que el mismo Constituyente de 1991 señaló como tales (C.P., art.366) o 
aquellas que, concretamente, han sido definidas por el Legislador como esenciales, a partir de la 
expedición de la nueva Constitución Política. En donde su esencialidad la constituye la 
solidaridad y el derecho a la igualdad como preceptos para su prestación y aplicación 
proporcional de un régimen tarifario preferente o beneficioso respecto de los sectores sociales de 
bajos ingresos y asegurando su garantía (arts. 367 y 368 Superior). Sin embargo, dicha 
esencialidad del servicio no debe considerarse exclusivamente por su naturaleza intrínseca, ni 
por la importancia de la actividad industrial, comercial o prestacional en la economía global del 
país y consecuentemente en relación con la magnitud del perjuicio que para ésta representa su 
interrupción por la huelga. De esta manera, los servicios publicos esenciales están encaminados 
al bienestar general y al mejoramiento de la calidad de vida de la población, la salud, la 
educación, el saneamiento ambiental y el agua potable (sentencias C-450/95, C-075/97,            
C-473/94, T-423/96, T-055/11 y T-082/13). 
Seguidamente, la Corte Suprema de Justicia estableció que los servicios públicos 
esenciales son aquellos que el legislador definió en la norma (artículo 56 de la Constitución) 
dadas las características y necesidades de nuestra sociedad y pueden tener dos factores: uno 
material y otro formal (Sentencia Casación 80409, 2018). 
Por último, el Consejo de Estado califica los servicios publicos esenciales como justicia, 
seguridad, salubridad, etc., cuya esencialidad y correlación con los fines del Estado Social de 
Derecho radica en el interés general (bienestar, calidad de vida y existencia de las personas), por 
lo cual el Estado debe asegurar su prestación eficiente (regular, general, uniforme, continua y 
obligatoria) en todo el territorio nacional, mediante su regulación, control y vigilancia (art. 366 




3.1. Mecanismos jurídicos para la protección eficiente de los servicios públicos esenciales en 
Colombia 
El derecho de petición se encuentra en la Constitución Política en los artículos 23 y 74, en 
los tratados sobre la materia suscritos y ratificados por Colombia, en la Ley 1755 de 2015 
Estatutaria del Derecho de Petición, en los principios generales de procedimiento contenidos en 
la primera parte del Título I del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo (CPACA), en normas especiales que permite al usuario de elevar peticiones 
respetuosas a las autoridades públicas y privadas con funciones públicas 17 y el deber de estas de 
recibir dichas peticiones y tramitarlas; por otro lado, el derecho a obtener respuestas a sus 
solicitudes dentro de los términos de ley y el deber que tiene la administración de resolver de 
forma clara, expresa, precisa y consecuentemente las peticiones formuladas, sin evasivas; y por 
último, el derecho a recibir comunicación pronta de la respuesta emitida.  
La tutela se encuentra en la Constitución Política en el artículo 86, se utiliza cuando se 
presenta una prestación deficiente o no prestación de los servicios públicos esenciales, cuya 
finalidad es defender los derechos fundamentales de los usuarios como el agua, la vida, la 
dignidad humana, la igualdad, debido proceso, el mínimo vital, entre otros. El mecanismo 
persigue que se mitiguen, se resarzan o se prevengan los perjuicios que puedan presentarse o ya 
se hayan presentado. 
La regla general sobre procedencia de la acción de tutela es que existan derechos 
fundamentales afectados o vulnerados para proteger y que no exista otro medio jurídico de 
defensa (Sentencia T-197, 2014). 
Los pronunciamientos judiciales de las diferentes corporaciones (Corte Constitucional, 
Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado) reconocen el derecho al acceso, prestación y 
satisfaccion de los servicios públicos esenciales de los particulares, pero no tiene en cuenta o 
explica lo relacionado con las capacidades económicas de la empresa y de la población misma.  
Es decir, solo brindan protección en lo que respecta a la prestación del servicio mas no lo 
relacionado con el pago del compromiso en cabeza de quien recae, y las empresas se casan con el 
argumento de una posible inestabilidad riesgosa de su economía al ponerse la opción de brindar 




Los usuarios en el marco de la exigencia de sus derechos fundamentales protección 
eficiente de los servicios publicos esenciales en Colombia deben solicitar a los entes municipales 
y departamentales (alcaldías y Gobernación) la creación, implementación, ejecución y 
promoción de políticas, planes, programas y proyectos tendientes a mejorar el control del 
manejo, la medición de los consumos reales, la revision y reparación, y el diseño y la puesta en 
funcionamiento de los comités de desarrollo y control social de los servicios públicos esenciales. 
 
3.2. Los servicios públicos esenciales en el marco del estado social de derecho en Colombia.  
La institucionalización del Estado Social de Derecho en la constitución política de 1991 
admite un cambio cualitativo en las relaciones sociales entre la sociedad civil y el Estado 
respecto de la atención de las necesidades básicas de la comunidad, especialmente los servicios 
públicos, que constituyen el medio para lograr la creación de unas condiciones materiales de vida 
acordes con la dignidad del ser humano. 
Los servicios publicos esenciales prestados por el Estado, directa o indirectamente, por 
comunidades organizadas, o por particulares, son inherentes a la función que al Estado Social de 
Derecho de garantizar la universalidad de su acceso en condiciones de eficiencia y cobertura a 
todos los sectores del territorio nacional, especialmente los más pobres, cuya finalidad es mejorar 
la calidad de vida de los ciudadanos (Carlos Atehortúa, 2005); (Marín, 2010); (Rodríguez, 2011). 
Por su parte, la materialización de estos servicios en el Estado social de derecho se da con 
la búsqueda del bienestar social de todos los ciudadanos sin distingos de raza, sexo, condición 
social o de ningún otro tipo. Asi, la Constitución colombiana de 1991 mantiene el carácter 
intervencionista de estos para garantizar su prestación indispensable para el desarrollo de la 
nación (Maldonado Gómez, 2010); (Echeverri Uruburu, 2013); (Rubio Guarín, 2017); (Machado 
Ángel, 2018). 
La Corte Constitucional manifestó que los servicios públicos esenciales son inherentes a 
la finalidad social del Estado, por lo cual su prestación directa o indirectamente (operador 
Estado, municipios, empresas industriales y comerciales oficiales, comunidades organizadas y 
particulares) y funcionamiento debe ser continuo, permanente, eficiente y en condiciones de 




territorio nacional. Sin embargo, el Estado mantendrá siempre su regulación, control y vigilancia 
sobre dichos servicios publicos esenciales. Conforme a lo anterior, no se puede medir el avance 
del acceso a los servicio públicos esenciales desde una óptica única de eficiencia económica o 
suficiencia financiera, sino que dicha medición debe obedecer a criterios de carácter social, que 
propugnen por la extensión y prestación oportuna de los mismos, aunque ello implique un 
replanteamiento de políticas públicas o la adopción de  unas nuevas por parte del Estado              
(Auto 240, 2011); (Sentencia C-263, 1996); (Sentencia C-389, 2002); (Sentencia C-041, 2003); 
(Sentencia C-272, 2016); (Sentencia C-565, 2017); (Sentencia SU.182, 1998); (T-752, 2011). 
De esta manera, la adecuada prestación de los servicios publicos esenciales, en un Estado 
Social de derecho como el nuestro, requiere indefectiblemente la aplicación de los principios y 
valores consagrados en los pactos internacionales debidamente ratificados por Colombia ante la 
comunidad internacional y los acogidos por el constituyente en el año de 1991. 
El Consejo de Estado estableció que la esencialidad de los servicios públicos en el marco 
del estado social de derecho (art. 1 de la Constitución Política de 1991) radica en su contribución 
al bienestar, mejoramiento de la calidad de vida y desarrollo social y económico de la población 
(arts. 2 y 366 de la Constitución Política de 1991), por lo cual deben brindarse con altos 
estándares de calidad y transparencia con independencia del actor que intervenga en su 
prestación. Por su parte, los artículos 365 a 370 de la Constitución Política constitucionalizan los 
derechos colectivos de acceso a la infraestructura de servicios públicos, a su prestación eficiente 
y oportuna y a que la Nación y las entidades territoriales realicen las finalidades sociales del 
Estado al ordenar que en los planes y presupuestos el gasto público social sea prioritario 
(Sentencia Recurso de apelación, Radicación número 07001-23-31-000-2000-0008-01(AP-065), 
2001); (Sentencia Recurso de apelación, Radicación 25000-23-25-000-2003-00254-01(AP), 
2005); Sentencia Recurso de apelación, Radicación número 25000-23-27-000-2004-02006-
01(AP), 2010); (Sentencia Conflicto negativo de competencias administrativas, Radicación 
número 11001-03-06-000-2014-00221-00 (C), 2014); (Sentencia Recurso de impugnación, 






De esta manera, la vulneración del derecho colectivo de acceso a los servicios públicos, 
se manifiesta cuando se lesiona el interés subjetivo de la comunidad, lo que implica identificar 
una afectación a un usuario que se provoca, como consecuencia de una trasgresión. 
 
Conclusiones 
La adecuada participación ciudadana permite la realización de labores amplias y 
continuas de concertación para implantar los elementos básicos de las funciones de los comités, 
la promoción y coordinación del sistema de participación mediante una acción extensiva, 
obtención de instrumentos básicos que permitan organizar mejor el trabajo y contar con la 
información necesaria para representar a los comités, diseñar y poner en funcionamiento un 
sistema de vigilancia y control que permita apoyar las tareas de los comités de desarrollo y 
control social de los servicios públicos y proporcionar a las autoridades territoriales un apoyo 
técnico, la tecnología, la capacitación, la orientación y los elementos de difusión necesarios para 
la promoción de la participación de la comunidad. 
La intervención del Estado en los servicios públicos busca garantizar su calidad y 
asegurar el mejoramiento de la calidad de vida de los usuarios, mediante la ampliación 
permanente de la cobertura, atención prioritaria de las necesidades básicas insatisfechas y 
establecer un régimen tarifario proporcional para los sectores de bajos ingresos de acuerdo con 
los preceptos de equidad y solidaridad. 
La prestación de los servicios públicos están condicionados al pago de las tarifas de 
conexión a que hubiere lugar y su suspensión o corte puede darse por incumplimiento en las 
obligaciones contempladas en los contratos contraídos. 
Los jueces deben tener en cuenta los factores materiales y formales para poder determinar 
cuáles son los servicios publicos esenciales, dadas las características y necesidades de nuestra 








Los servicios públicos esenciales son una especie o subcategoría de los servicios publicos 
que tienen una naturaleza intrínseca, una actividad industrial, comercial o prestacional y una 
utilidad pública o satisfacción de los intereses generales en la protección, vigencia, ejercicio y 
efectividad de los derechos y libertades fundamentales contemplados en el artículo 366 de la 
Constitución de 1991 o aquellos definidos por el Legislador como esenciales. 
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